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sociedad

La percepción que empieza a
tener la sociedad es que la ma-
yoría de la violencia de género
se da sobre todo entre extranje-
ros. En números absolutos eso
no es cierto, pero sí resulta des-
proporcionada la cifra de inmi-
grantes condenados por estos
asesinatos respecto a la pobla-
ción de extranjeros que hay en
España, alrededor de un 10%.
Pues bien, en 2004 se contabili-
zaron 16 extranjeros responsa-
bles de muertes machistas (un
22,8%) mientras que este año
los 22 que se han contabilizado
ya suponen un 45,8% del total.
Van 55 mujeres muertas, algo
menos que el año pasado por
estas fechas, cuando ya se con-
taban 63. Al Gobierno también
le “preocupa” el incremento de
víctimas extranjeras, que han
pasado del 21% del total en
2004 a un 41,7%.

El responsable del Ministe-
rio de Igualdad para la Violen-
cia de Género, Miguel Lorente,
explicó ayer a qué se debe el
predominio de agresores ex-
tranjeros. Algunos factores jue-
gan a su favor, dijo. La prime-
ra, la distancia entre las vícti-
mas y sus familias, que las con-
vierte en presa fácil, desprote-
gida. La cultura de origen de
algunas de estas personas, que
es marcadamente patriarcal; y,
por último, el grupo cerrado
en el que viven en España: aun-
que todos estén en una ciudad
grande se relacionan entre
ellos y eso es como pertenecer
a la pequeña comunidad de un
pueblito, donde cualquier ges-
to o actuación de la mujer se
convierte para el agresor en
una gran humillación a ojos de
los suyos.

Lorente también explicó
que el grupo de edad más gol-

peado por la violencia machis-
ta es entre 21 y 45 años, donde
se encuentra el 68% de la pobla-
ción inmigrante, mientras que
sólo pertenecen a esa cohorte
el 46% de los españoles. Pero
para calcular el incremento de
agresores extranjeros ya se ha
tenido en cuenta eso, dijo.

La ministra de Igualdad, Bi-
biana Aído, explicó ayer en el
Senado que están preparando
un programa de atención y de
prevención de esta violencia
entre las mujeres inmigrantes,
lo que se presentará en la con-
ferencia de presidentes de las
comunidades autónomas que
se celebrará próximamente pa-
ra tratar este asunto, como ya
prometió José Luis Rodríguez
Zapatero en campaña electo-
ral. Este encuentro se anunció
para septiembre, pero todavía
está a la espera de una fecha.

Mientras, persiste el goteo
de mujeres muertas de forma
violenta por sus parejas o ex
parejas. La Memoria de la Fis-
calía correspondiente al año
pasado ha detectado carencias
en la valoración del riesgo que
corren las maltratadas, una mi-
sión de la que se encarga la
policía.

La Fiscalía pedirá al Ministe-
rio de Interior que estos infor-
mes no se limiten a rellenar un
impreso, sino que se añada
más información sobre medi-
das llevadas a cabo o los princi-
pales factores de riesgo que se
hayan apreciado. Por otro la-
do, Soledad Cazorla, Fiscal Es-
pecial para la Violencia sobre
la Mujer, ha señalado en este
documento que en las comuni-
dades donde no hay policía au-
tonómica las fiscalías no reci-
ben el informe de riesgo que
han de rellenar los agentes. La
Fiscalía alerta también de que
aún no hay unidades de valora-
ción integral en todos los juzga-
dos de violencia machista y ur-

ge a completar este mapa. Es-
tas unidades están integradas
por un forense, un psicólogo y
un trabajador social. Y tam-
bién avisan de que hay cada
vez más extranjeras asesina-
das y de que agresores y agredi-
das violan la orden de aleja-
miento dictada por los jueces.

La ministra de Igualdad se
refirió ayer en el Senado a los
juzgados específicos para aten-
der estos casos, que tienen pre-
visto ampliar, y anunció que
trabajan con el Ministerio de
Justicia para que estos juzga-
dos puedan atender a dos o
más partidos judiciales, algo
en lo que dijo Bibiana Aído,
“hay consenso absoluto”.

El programa previsto actua-
rá sobre la información, forma-
ción, sensibilización y aten-
ción adaptada a las circunstan-
cias de estas mujeres.

Los crímenes machistas
se disparan entre inmigrantes
Los asesinatos cometidos por extranjeros son este año más del 40% del total

Las últimas tres víctimas conoci-
das de la violencia machista son
las siguientes:

» Ekimarig J. M., de 22 años.
Murió en su casa de Valladolid
el 12 de septiembre, después de
una fuerte discusión con un
hombre de 29 años que acababa
de salir de la cárcel, donde ha-
bía estado en más de una oca-
sión. El agresor metió el cuerpo
de la chica en una maleta y lo
llevó hasta su pueblo, a 40 kiló-
metros de la capital castellano-
leonesa, en el pueblo palentino
de Tariegos de Cerrato. La ente-
rró en una casa semiderruida.
La policía descubrió el cuerpo el
sábado pasado y el hombre ha
sido detenido. El presunto agre-

sor ha reconocido que discutió
con la mujer y que esta se cayó
de un empujón, lo que la llevó a
la muerte. Discutieron, dice, por-
que ella quería cortar la rela-
ción, “de amistad” que mante-
nían.

» Karen llevaba dos años en Va-
lencia. Tenía 35 años. Vino des-
de Bolivia adonde quería volver
cuanto antes. Dejó atrás cuatro
hijos: la más pequeña de cuatro
años, el mayor de 15. El sábado,
pasadas las siete de la tarde, Dar-
win, el hombre con el que com-
partió 19 años de relación, la ma-
tó clavándole varias veces un cu-
chillo de cocina. No se casaron
nunca, pero vivían juntos. Se-
gún la familia más próxima, Da-
rwin pegó a Karen desde siem-
pre, pero ella aguantó. Hace dos

meses tuvieron una pelea muy
dura. Él le rompió el pasaporte,
el visado, todos sus papeles. Y
ella hizo la maleta y se fue a vi-
vir a pocos metros, con una cu-
ñada, un tío, una tía, y varios
niños. No tuvo valor para denun-
ciarlo, aseguran sus familiares.

El sábado, Darwin la siguió
hasta su casa y le pidió que le
hiciera de comer. Karen cocinó.
Discutieron toda la tarde. Cuan-
do ella se puso a fregar los pla-
tos, él la atacó. Alina, cuñada de
la víctima, intentó separarlos,
sin saber, dice, ni con qué la
agredía. Logró engancharlo de
la muñeca, después de que apu-
ñalara varias veces a Karen. Pa-
ra entonces, el cuchillo se había
roto en dos. Darwin fue deteni-
do a pocos metros. La ambulan-
cia no pudo llegar a tiempo.

» Cecilia Natalia Coria Oliva-
res, de 25 años, era natural de
la provincia argentina de San
Juan. Después de varios años vi-
viendo en Nerja (Málaga) con
su hermano, que regenta una
tienda de comestibles, la joven
tenía pensado regresar a su
país, según han manifestado

amigos suyos. La chica, descri-
ta como una persona “tranquila
y alegre”, había roto con su pa-
reja hace seis meses tras una
relación que duró dos años.

La ruptura nunca fue acepta-
da por el novio, Hicham B., ma-
rroquí de 29 años, quien ayer
ingresó en la prisión de Alhau-
rín acusado de asesinato, malos
tratos y quebrantamiento de
condena. Tras la ruptura, el
hombre amenazó a Cecilia en
numerosas ocasiones, y según
sus amigos, llegó a enviarle
mensajes en los que le decía
que “regresaría a Argentina en
una caja de madera”.

Los jueces decretaron el ale-
jamiento, pero fue inútil. El do-
mingo, Hicham apuñaló a Ceci-
lia 15 veces en la cafetería don-
de ella trabajaba.

Con información de Laura Cantala-
piedra, Lydia Garrido y Fernando
J. Pérez.

Fin de semana de puñales

El hombre de 29 años que presuntamente mató a su ex pareja el domingo en Nerja (Málaga). / efe

La boliviana Karen.
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La Fiscalía pedirá
a Interior un mayor
control del riesgo
de las maltratadas
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LA CUARTA PÁGINA OPINIÓN

L a obsesión que muestra la derecha
ideológica en nuestro país por cali-
ficar públicamente de asesinatos a

la eutanasia y el suicidio asistido, o su
insistencia en denominar eutanásico al
genocidio nazi, no parecen responder a
otra cosa que a una premeditada inten-
ción de ofuscar, obstaculizar y, finalmen-
te, impedir el debate racional y sosegado
sobre la eutanasia y el derecho ciudada-
no a una vida y una muerte dignas. Sería
necesario admitir un enorme grado de
estulticia entre sus filas para considerar
como de buena fe ignorar que la volun-
tad de morir separa radicalmente la euta-
nasia y el suicidio asistido del asesinato o
el genocidio. Es ciertamente deprimente
para quienes gozamos aún de cierta capa-
cidad de raciocinio el modo en que el
vicesecretario de Comunicación y porta-
voz del PP, González Pons, presentaba a
su parroquia el valiente pronunciamien-
to del ministro Soria a favor del suicidio
asistido achacándole la intención de “li-
quidar al personal con cargo a la Seguri-
dad Social”. Pensábamos inocentemente
que semejantes ocurrencias tabernarias
eran privativas de los sectores más caver-
narios de la sociedad. Oírlas en boca de
este conspicuo representante, que pare-
cía querer encarnar la cara amable y edu-
cada del principal partido de la oposi-
ción, nos hace albergar muy pocas espe-
ranzas de que el debate en que nos encon-
tramos pueda desarrollarse en términos
civilizados y de racionalidad.

Por nosotros no ha de quedar, sin em-
bargo; seguimos dispuestos a aportar se-
renamente a la opinión pública los argu-
mentos que, a nuestro juicio, sustentan
la pretensión de que nuestras leyes reco-
nozcan el derecho al suicidio asistido
—médicamente asistido— y la eutanasia
activa voluntaria (tales adjetivaciones
son precisas para evitar el interesado to-
tum revolutum terminológico que algu-
nos tienen interés en mantener).

En primer lugar, y para clarificar el
debate, digamos que tanto el suicidio
asistido como la eutanasia voluntaria
son acciones muy similares. Ambas con-
sisten en la muerte de una persona que
no desea seguir viviendo por razón de
una enfermedad terminal o por una si-
tuación de sufrimiento intolerable, aun
no mortal a corto plazo. En ambos casos
existe la voluntad inequívoca y libre-
mente expresada de morir. La diferen-
cia reside en que en el suicidio asistido
la muerte es auto-administrada por
quien desea morir, con la ayuda de otra
persona, médico en el caso del suicidio
médicamente asistido, que le facilita los
fármacos o medios para producirse la
muerte. El término eutanasia se emplea
cuando, bajo las mismas condiciones, es
otra persona, sanitario o no, quien pro-
duce directamente la muerte deseada.
El adjetivo “voluntaria” sirve para distin-
guirla de la llamada eutanasia involunta-
ria en la que alguien administra la muer-
te a otro por razones altruistas pero sin
que exista la expresa voluntad de morir
por el interesado.

En nuestra opinión no tiene sentido
seguir hablando de eutanasia indirecta
ni de eutanasia por omisión o pasiva por-
que sólo complican el debate y porque,
además, ambas conductas están ya despe-
nalizadas en el vigente Código Penal de
1995. Digamos de paso que, aunque algu-
nos se empeñen en presentar como espe-
cialmente rechazable el homicidio euta-
násico, hasta asimilarlo al genocidio, el

Código Penal les desmiente al establecer
el carácter eutanásico de un homicidio,
como atenuante, sin duda en atención a
su carácter altruista.

Clarificados los conceptos, analizare-
mos algunas contradicciones que se dan
en nuestro ordenamiento jurídico ac-
tual. Es cierto que el Tribunal Constitu-

cional (STC 120/90, de 27 de junio) negó
la existencia de un derecho fundamental
al suicidio pero, dado que este pronuncia-
miento se enmarcó en el ámbito de una
huelga de hambre penitenciaria, nada au-
toriza a pensar que esta negativa sea ex-
tensible al derecho de un paciente a ter-
minar con sus sufrimientos por sí mismo

o con la ayuda de terceros. Una cosa es el
suicidio como único medio para termi-
nar con un sufrimiento, intolerable a jui-
cio de quien lo experimenta y otra el sui-
cidio mediante una huelga de hambre
con el fin de extorsionar al Estado.

Desde luego es muy difícil compatibili-
zar coherentemente la negación del dere-
cho general al suicidio con el derecho
concreto del paciente a rechazar la apli-
cación de un tratamiento, aun cuando
ello dé lugar a la muerte, derecho que
nos reconoce la Ley 41/2002, conocida
como Ley Básica de Autonomía del Pa-
ciente. Es muy difícilmente comprensi-
ble que se tenga el derecho a decidir la
propia muerte mediante la desconexión
por un tercero de un respirador (el caso
de Inmaculada Echevarría) y no se tenga
el de pedir que se le administre a uno un
fármaco letal al que tampoco se puede

acceder sin ayuda (como Ramón Sampe-
dro). Se podrán emplear cuantos tecnicis-
mos legales se quieran, pero los ciudada-
nos de a pie no entendemos cómo es posi-
ble que en iguales circunstancias de re-
chazo de la vida, que ambos considera-
ban como una condena, sólo uno tuviera
el derecho legal de conseguirlo. ¿Termi-
naremos deseando estar atados a una má-
quina de soporte vital porque será la úni-
ca forma de poder decidir nuestro final?

La desigualdad con que la actual legis-
lación trata a personas en la misma situa-
ción de rechazo vital se amplía en el Códi-
go Penal que, en su artículo 143.4, penali-
za a quien “causare o cooperare activa-
mente con actos necesarios y directos a
la muerte de otro”. Esta delimitación de
los hechos punibles a actos necesarios y
directos ha despenalizado de hecho, co-
mo hemos dicho, la eutanasia en sus mo-
dalidades pasiva e indirecta, protegiendo
jurídicamente prácticas de buen hacer
médico como la limitación del esfuerzo
terapéutico o la sedación del paciente ter-
minal (la protección es, en todo caso,
muy relativa: aquí estamos los médicos
del Severo Ochoa como prueba) pero al
limitarse a los actos necesarios, deja fue-
ra del tipo penal el facilitar un veneno
letal a una persona que hubiera podido
conseguirlo sin ayuda, mientras que pe-
naliza a quien se lo facilita a un paciente
impedido para conseguirlo por sus me-
dios, como Ramón Sampedro. ¿Hay dis-
criminación más injusta e injustificable,
precisamente con el más indefenso?

A nuestro juicio, estas disfunciones le-
gales se deben a que no se ha abordado
directamente el problema que late en el
fondo de esta cuestión trascendental.
Hay que definir de una vez por todas si el
derecho de autonomía personal significa
realmente la capacidad de decidir por
uno mismo hasta dónde quiere o no quie-
re llegar. O si se trata de un derecho
tutelado. Si, como ha dicho el ministro
Bernat Soria, sólo uno mismo —ni una
iglesia ni un partido político— puede deci-
dir sobre su cuerpo y ésta es la opinión
de su partido en el poder, el tema se
aproxima a su resolución: la ley debe re-
conocer el derecho a poner fin a la pro-
pia vida, por sí mismo o ayudado por
otros, cuando estime que lo que resta de
ella no merece ser vivida.

Quienes, legítimamente por supuesto,
se consideran a sí mismos como meros
administradores de la vida, no deben te-
ner temor a ser desalojados de ella con-
tra su voluntad. Para ellos, como para
nosotros mismos, exigimos la real univer-
salización de los cuidados paliativos y de
la sedación terminal como un derecho
cívico que ayude a sobrellevar el final de
la vida, pero rechazamos, con igual firme-
za, la indecente utilización de los cuida-
dos paliativos como coartada para opo-
nerse a la eutanasia y suicidio asistido.
Ni los mejores cuidados paliativos, que
desde luego no son los que tenemos, po-
drán impedir el ejercicio de nuestro dere-
cho a decidir, con absoluta autonomía, el
momento desde el cual nuestra vida no
es digna de ser vivida.

Para ese trascendental momento, es-
peramos poder contar con la ayuda de
compañeros médicos que, protegidos
por la ley, no se pongan por ello en riesgo
de persecución.

Luis Montes Mieza y Fernando Soler Gran-
de son médicos del hospital Severo Ochoa de
Leganés.

La voluntad inequívoca de querer morir
El ordenamiento jurídico sobre eutanasia y suicidio asistido provoca situaciones contradictorias. Urge saber
si el derecho de autonomía personal significa realmente decidir por uno mismo hasta dónde quiere llegar
Por LUIS MONTES MIEZA y FERNANDO SOLER GRANDE

eulogia merle

Las disfunciones legales
se deben a que no se ha
abordado el problema
de fondo de esta cuestión

La ley debe reconocer el
derecho a poner fin a la
propia vida, por sí mismo
o ayudado por otros


